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“Los encuentros personales, las llamadas telefónicas y las cartas, nos 
trasmiten reiteradamente lo gritos ahogados por los muros, por la 
estructura de dominio y por la fuerza de la tergiversada información 
oficial. Las personas presas recurren, resisten, denuncian, y eso hace 
inevitable que continuemos estudiando, trabajando, escribiendo, 
denunciando, defendiendo. La dignidad se resiste a ser arrebatada”. 
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Desde que empecé mis estudios de Derecho, siempre sentí una gran atracción por la 
defensa de los derechos de los seres humanos. Por los derechos humanos. Es por 
ello, que en cuanto supe de la existencia de las distintas clínicas jurídicas que 
proporcionaba la Facultad a través del proyecto “dret al Dret”, tuve claro que quería 
vivir esta experiencia.  
 
Así pues, decido hacer este trabajo y elegir este tema objeto del estudio, al empezar 
las prácticas en la clínica jurídica penitenciaria junto a una abogada que siente pasión 
por su trabajo.  
 
Después de muchas y largas conversaciones, y de estudiar algunos casos reales, lo 
que más me sorprendió en un primer momento, fue la desprotección que sentía que 
estaban sufriendo las personas presas. La vulneración de todos aquellos derechos, no 
podía ser posible en pleno siglo XXI. 
 
Conociendo desde la teoría, desde lo que te enseñan en las aulas, la existencia del 
abogado de oficio penal, sabiendo, por la asignatura de ejecución penal, que hay un 
Juez de Vigilancia Penitenciaria y también que, dentro de los centros penitenciarios 
existe un jurista,…¿Cómo puede ser que se vean vulnerados, derechos tan 
fundamentales? 
 
Es por ello, por lo que en este breve trabajo, que debería ser un preludio de un estudio 
mucho más extenso, intento analizar la realidad para descifrar, o al menos intentarlo, 
la DEVALUACIÓN del derecho de defensa para las personas privadas de libertad. 
Personas que constituyen un colectivo muy vulnerable que se ve encerrado entre 
aquéllos muros tan altos cuyas esquinas transmiten tan poca esperanza. 
 
A través de este estudio, analizaré cómo se configuran dos derechos fundamentales 
como lo son el derecho de acceso a la justicia y el derecho de defensa para las 
personas privadas de libertad. 
Para ello, en primer lugar, en los capítulos segundo y tercero de este trabajo, empiezo 
delimitando el marco legal de actuación de estos derechos, para posteriormente  
 




centrarme en analizar el concepto de cada uno de ellos y cómo inciden en la fase de 
ejecución de las penas privativas de libertad, las cuales, según la Constitución, están 
orientadas hacia la reeducación y la reinserción social. 
 
En el capítulo cuarto, es dónde analizo los distintos mecanismos existentes de los que 
pueden valerse las personas presas, a la hora de hacer efectivos los derechos objeto 
del presente trabajo. A tal fin, empiezo examinando primero la figura del jurista, 
seguido del Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria, el abogado de turno de 
oficio penal y penitenciario, el Juez de Vigilancia Penitenciaria, y para concluir, el 
Síndic de Greuges. 
 
Por último, añado al final del trabajo, anexadas las distintas entrevistas que he ido 
realizando durante la elaboración del estudio. Debo decir, que algunas de ellas están 
transcritas debido a que no se han podido realizar directamente, y otras me las han 
hecho llegar las propias personas presas, las cuales incorporo escaneadas. 
 
La metodología empleada en el trabajo incluye diferentes procedimientos, por un lado 
se ha procedido al análisis documental de: 
  
-          Material bibliográfico. 
-          Regulaciones normativas, tanto a nivel nacional como internacional. 
-          Jurisprudencia nacional e internacional. 
-          Informes y estudios más genéricos que han servido para corroborar la hipótesis 
planteada o que pudieran aportar datos comparativos. 
-          Datos estadísticos. 
  
Por otro lado, he tenido la gran suerte de poder realizar una investigación empírica, 
elaborando entrevistas a internos y a personal profesional de diferentes centros 
penitenciarios, así como a abogados del turno de oficio penal y penitenciario, sobre los 
aspectos que se han considerado oportunos para la realización y objeto de estudio del 
presente trabajo final de grado. Dichas entrevistas, como ya he mencionado 
anteriormente, las acompaño de forma íntegra anexadas al final del trabajo. 
  
Otros datos obtenidos son fruto de la observación y de la experiencia vivida durante 
estos últimos meses gracias a la realización de la Clínica Jurídica Penitenciaria 
configurada dentro del proyecto “dret al Dret” de la Facultad de Derecho de la 




Universidad de Barcelona, que me ha permitido colaborar en el asesoramiento y 
acompañamiento jurídico a personas privadas de libertad. 




2. ACCESO A LA JUSTICIA Y PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 
 
En el presente apartado trato de analizar el acceso a la justicia para aquellas personas 
que ven privada su libertad, es decir, ¿tienen éstos el mismo derecho a una tutela 
judicial efectiva que un ciudadano que no vive 24 horas al día entre los muros de una 
institución penitenciaria? ¿pueden, según lo que dispone la legislación, ejercitar y 
hacer valer de igual forma sus derechos e intereses legítimos?  
 
Por tratarse de un colectivo especialmente vulnerable, pienso que deberían tener el 
máximo de garantías a la hora de acceder de forma efectiva a una jurisdicción que 
garantice su derecho a un proceso debido. 
 
A continuación analizo el derecho de acceso a la justicia, estableciendo primero el 
marco legal donde lo encontramos regulado a través de distintos textos legales tanto 
nacionales como internacionales. También hago referencia al concepto y 
posteriormente, realizo un breve análisis en relación a cómo se configura este derecho 
para las personas privadas de libertad. 
 
Además, trato del derecho de asistencia jurídica gratuita como derecho prestacional y 
de configuración legal, directamente conectado con el derecho de acceso a la 
jurisdicción, y qué extensión tiene en el ámbito del derecho penitenciario.  
 
2.1. Marco legal 
 
La expresión “acceso a la justicia” es equivalente a la expresión “acceso a la 
jurisdicción” o “derecho a un proceso debido”.  
 
Resulta fácilmente apreciable el hecho de que el derecho a la jurisdicción es una 
garantía universalmente reconocida, y que se lleva a cabo por medio de un amplio 
número de instrumentos procesales tanto nacionales como internacionales. 
Para referirnos a este derecho de acceso a la justicia, en España es más común y a la 
vez conocida la expresión “tutela judicial efectiva”. Además, este se constituye como 
uno de los derechos fundamentales más importantes y destacados dentro de la 
Constitución Española de 1978, concretamente en su artículo 24.1, el cual establece: 





«Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales 
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse 
indefensión». 
 
Así pues, la Resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948, por la que se adopta 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos (en adelante DUDH), dispone que: 
 
«Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos 
por la constitución o por la ley». 
 
Asimismo, el artículo 2.3 de la Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, 
que establece el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York 
(en adelante PIDCP), establece que:  
«Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: 
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido 
violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida 
por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; 
b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad 
competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona 
que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial; 
c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso». 
El artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
(CDFUE) señala que: 
 
«Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido 
violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el 
presente artículo». 
 
El artículo 13 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (en adelante CEDH) 
establece el derecho a un recurso efectivo, disponiendo que: 
 
«Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido 
violados tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso 
cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones 
oficiales». 
 
En relación a este derecho de tutela judicial efectiva, cabe destacar lo que establecen 
los artículos 2 y 4 del Protocolo nº 7 del CEDH, elaborado en Estrasburgo el 22 de 
noviembre de 1984, en relación al derecho a un doble grado de jurisdicción en materia 









Podemos definir el derecho de acceso a la justicia como el derecho de todas las 
personas a tener acceso al sistema judicial y a obtener de los tribunales una 
resolución motivada, sin que, en ningún caso pueda producirse indefensión1. Resulta 
claro que la Justicia es un servicio público que presta el Estado a todas las personas 
por igual. 
Hemos de tener en cuenta que, es un derecho que tal y como anotan algunos autores 
como Díez-Picazo Giménez (2000:37), hace referencia no sólo al derecho a traspasar 
el umbral de la puerta de un Tribunal, sino al derecho a que, una vez dentro, éste 
cumpla la función para la que está instituido, y se den todas las garantías 
constitucionales. 
Por tanto, el derecho a la tutela judicial efectiva, comprende el derecho a la 
jurisdicción, que se concreta en el derecho a ser parte en un proceso y a poder 
promover la actividad jurisdiccional, a fin de llegar a una decisión sobre las 




Por lo que respecta al objeto del trabajo, interesa analizar cuál es la situación jurídica 
de las personas privadas de libertad respecto a este derecho de tutela judicial efectiva.  
 
Pues bien, aquí el artículo 25.2 de la Constitución Española es determinante, en tanto 
en cuanto establece que: 
«El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma, gozará de los derechos 
fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados 
por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria». 
En este sentido, también podemos observar como la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de 
septiembre, General Penitenciaria (LOGP en adelante), en su artículo 3 establece que: 
                                                
 
1 Ver STC 143/2001, de 18 de junio (FJ 3). 





«La actividad penitenciaria se ejercerá respetando, en todo caso, la personalidad humana de 
los recluidos y los derechos e intereses jurídicos de los mismos no afectados por la condena, 
sin establecerse diferencia alguna por razón de raza, opiniones políticas, creencias religiosas, 
condición social o cualesquiera otra circunstancia de análoga naturaleza». 
 
Especificando en el apartado primero que: 
 
«Los internos podrán ejercitar los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y 
culturales, sin exclusión del derecho de sufragio, salvo que fuesen incompatibles con el 
objeto de su detención o el cumplimiento de la condena». 
 
El penado no es una persona privada de derechos en general, sino un ciudadano cuya 
especial relación jurídica con el Estado hace que vea afectados aquellos derechos y 
deberes constitucionales que establece la sentencia que le ha condenado. Ello 
significa que cuando una persona ingresa en un centro penitenciario, se halla 
sometida a una relación de sujeción especial (RSE en adelante) respecto a la 
Administración, tal y como vemos en numerosa jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional2. Esa RSE no puede determinar en ningún momento que sean privados 
de otros derechos fundamentales que no sean los que se deriven del cumplimiento del 
fallo condenatorio3. 
 
Si bien es cierto que la legislación penitenciaria atribuye a dicha Administración 
Pública poderes específicos para adoptar medidas encaminadas ya no sólo a prevenir 
y eliminar alteraciones del régimen disciplinario, sino también a sancionar 
administrativamente las infracciones que puedan cometer los internos4 (lo cual se 
traduce en potestad sancionadora de la Administración), esas sanciones deberán ser 
siempre justificadas, necesarias y proporcionales al fin perseguido.  
 
Es más, cualquier restricción de derechos, deberá venir contemplada en la ley 
respetando el contenido de los derechos fundamentales y siendo sometida a un 
posterior control judicial por parte del Juez de Vigilancia Penitenciaria, configurado 
como el garante de los derechos fundamentales del preso.  
 
                                                
 
2 Así pues, el TC, en la STC 74/1985, de 18 de junio, en su FJ2, establece que “es claro que el interno de 
un centro penitenciario está respecto a la Administración en una relación de sujeción especial de la cual 
deriva para aquélla una potestad sancionatoria disciplinaria, cuyo ejercicio y límites se regulan en los arts. 
104 y siguientes del Reglamento Penitenciario”. También hay otras SSTC como la 120/1990, de 27 de 
junio (FJ6) o 129/1995, de 11 de septiembre (FJ3). 
3SSTC 143/1995 de 3 de octubre y 39/1997 de 27 de febrero. 
4 SSTC 2/1987, 161/1993 o 229/1993. 




En todo caso, debe entenderse que las personas privadas de libertad, son titulares de 
derechos fundamentales y por tanto no podrán ver su derecho de acceso a la justicia 
restringido, debido a que entonces estaríamos ante una clara vulneración del derecho 
a una tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). 
 
Entendemos, entonces, tal y como expone Rivera Beiras (1997:234), que la regla 
general ha de ser el pleno reconocimiento, ejercicio y tutela de los derechos 
fundamentales y garantías del recluso, y por tanto, la única excepción es la restricción 
de alguno de ellos.  
 
Es sabido que el proceso penal, actúa primero enjuiciando, posteriormente 
condenando y concluye ejecutando la pena impuesta. En este sentido, cabe entender 
que la ejecución de la pena forma parte del proceso penal5 y por tanto debe contar con 
todas las garantías y principios concretos del mismo, como lo son el principio de 
legalidad, el de contradicción o el igualdad («igualdad de armas»). De lo contrario, la 
no existencia de estos principios en una situación de privación de libertad, dificultaría 
todavía más el ejercicio de derechos y por tanto, conllevaría una clara indefensión, lo 
que se traduciría en una gran injusticia. 
 
Con todo lo expuesto, es incuestionable el hecho de que el recluso ha de ser 
considerado titular del derecho a la tutela judicial efectiva, en su condición de parte 
(sujeto activo) del proceso penal. Es por ello que las personas privadas de libertad han 
de ver su derecho de acceso a la justicia siempre garantizado (ya no sólo durante el 
inicio y el final de la condena, sino también en el modo en que esta se cumple), puesto 
que toda creación de obstáculos que dificulte la protección de sus derechos 
fundamentales, atentará contra todas las garantías y principios configuradores del 
derecho penal. 
 
                                                
 
5 La ejecución de la pena siempre ha sido una materia un tanto olvidada dentro del Derecho Procesal 
Penal. Todo ello puede deberse a que constituye una actividad un tanto compleja al tratarse de una 
materia regulada de forma dispersa y asistemática, y al calificarse su naturaleza de carácter mixto debido 
a que intervienen órganos jurisdiccionales y administrativos (Armenta Deu, 2012:349). 




3. DERECHO DE DEFENSA Y PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 
 
Después de analizar un derecho tan amplio como lo es el derecho a obtener la tutela 
judicial efectiva de los jueces y tribunales, interesa pues, llegados a este punto, 
observar cómo pueden hacer efectivo las personas que se hallan privadas de libertad, 
un derecho tan básico, valioso e importante, como lo es el derecho de defensa.  
 
Empiezo aquí, concretando donde encontramos este derecho regulado entre las 
distintas normas legales y posteriormente entraré a analizar a través de qué 
mecanismos puede, una persona condenada a vivir entre altos muros que le privan su 
libertad deambulatoria, hacer valer este derecho tan fundamental. 
 
3.1. Marco legal 
 
El derecho a la defensa y a la asistencia letrada viene recogido en el artículo 24.2 de 
la Constitución Española:  
 
«Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a 
la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso 
público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba 
pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la 
presunción de inocencia». 
 
 
El artículo 17.3 de la Constitución, también hace referencia a este derecho de 
asistencia letrada, indicando: 
 
«Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 
comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a 
declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la ley establezca». 
 
En el ámbito procesal, el artículo 118 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882 
(LECrim), establece: 
 
«Toda persona a quien se impute un acto punible podrá ejercitar el derecho de defensa, 
actuando en el procedimiento cualquiera que éste sea, desde que se le comunique su existencia, 
haya sido objeto de detención o de cualquiera otra medida cautelar o se haya acordado su 
procesamiento, a cuyo efecto se le instruirá de este derecho». 
 
 




Numerosa legislación internacional, hace referencia al derecho de defensa por ser uno 
de los más importantes a la hora de garantizar un proceso con todas las garantías.  
En la DUDH, este derechos se establecen en su artículo 10, cuando dice: 
 
«Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y 
con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos 
y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal». 
 
 
y en el artículo 11 cuando establece: 
 
«1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y enjuicio público en el que se le hayan asegurado 
todas las garantías necesarias para su defensa. 
 
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron 
delictivos según el Derecho nacional o internacional. 
Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito». 
 
También lo encontramos en el PIDCP, en el artículo 14.3.b) i d): 
 
«3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, 
a las siguientes garantías mínimas: 
 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a 
comunicarse con un defensor de su elección; 
 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un 
defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a 
tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, 
gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo». 
 
Por último, el CEDH en su artículo 6, hace referencia al derecho a un proceso 
equitativo y, su apartado 3.c) hace mención al derecho de defensa cuando señala que 
todo acusado tiene el derecho: 
 
«a defenderse por sí mismo o a ser asistido por un defensor de su elección y, si carece de 
medios para pagarlo, a poder ser asistido gratuitamente por un abogado de oficio, cuando los 




Se trata del derecho fundamental que posee una persona, ya sea física o jurídica (o de 
algún colectivo) para defenderse ante un tribunal de justicia, con plenas garantías de 
igualdad e independencia.  
 




Se configura como uno de los derechos más importantes de los que se integran en la 
legislación de cualquier Estado que sea democrático, pues es básico para que haya 
una tutela judicial efectiva, como garantía del proceso debido a todo acusado o 
imputado6. 
 
Puede decirse que el derecho de defensa, se configura como aquella facultad 
reconocida a la persona que se presume partícipe en la comisión de un hecho 
delictivo, de acudir a un proceso respetuoso con los principios de contradicción e 
igualdad, justo y con todas las garantías, donde, por sí mismo o asistido de letrado, 
podrá hacer valer sus derechos e intereses legítimos y, mediante alegación y prueba 
de cuanto convenga, pueda oponerse a la pretensión formulada en contra.  
 
Este derecho a la defensa y a la asistencia letrada garantiza una mínima igualdad de 
armas entre las partes, con independencia de que la situación económica del litigante 
le permita o no adquirir los servicios de abogado7. 
 
En aras de asegurar a todas las personas el acceso a la tutela judicial de manera real 




Una vez claro el concepto de derecho de defensa y visto su carácter de derecho 
fundamental, analizo cómo se constituye éste en la fase de ejecución de la pena. 
 
El derecho a la asistencia y defensa técnica que nace con la imputación, mantiene su 
vigencia durante todo el proceso, en todas sus fases hasta su finalización por 
sentencia e, incluso, con posterioridad a ella.   
 
Así pues, podemos ver como López Yagües (2002:224) cita al autor Moreno Catena, 
cuando éste afirma que, “el derecho de defensa lato sensu y el derecho de asistencia 
de abogado deben salvaguardarse durante toda la fase de ejecución, y toda restricción 
                                                
 
6 Ver SSTC 105/1996, de 11 de junio; 101/2002, de 6 de mayo. 
7 Ver STC 47/2003, de 3 de marzo de 2003 (FJ 2). 
8 Ver capítulo 3.4 del presente trabajo. 




al mismo carece de justificación a la luz de su reconocimiento en la norma 
constitucional”9. 
 
El TC ha indicado que las garantías procesales del artículo 24.2 de la CE son 
aplicables también a los procedimientos sancionadores10, con las matizaciones que se 
crean oportunas11.  
 
Así pues, entiendo que la persona privada de libertad debe ver totalmente garantizado 
su derecho de defensa (como garantía procesal) ante decisiones de la Administración 
Penitenciaria, y más aún, si esas decisiones se traducen en sanciones; en tal caso, tal 
y como ha señalado el TC, las garantías del proceso penal deberán aplicarse con 
especial vigor12, puesto que suponen (las sanciones) una grave limitación a la ya 
restringida libertad con la que cuentan los internos. 
 
La RSE que el interno tiene con la Administración, hace que el primero dependa de la 
segunda para el desarrollo de su vida cuotidiana dentro de la institución penitenciaria. 
Esa relación de dependencia interno-administración, tal y como indica Rodríguez 
Sáez (1992:212) comporta que la Administración está obligada a desarrollar una 
actividad positiva, dirigida a que los internos puedan ejercer sus derechos, lo cual 
significa tal y como se deduce de los artículos 13 y 14 de la LOGP, que debe crear y 
ofrecer los servicios necesarios para que ese ejercicio sea efectivo. Continúa 
señalando el autor que, el derecho de defensa no recibe el mismo trato que otros 
derechos13, al no desarrollar la Administración esta actitud positiva dirigida a garantizar 
el mismo. 
 
Se dice pues, que el derecho de defensa no recibe el mismo trato; ello es debido a 
que la situación de privación de libertad en la que se hallan las personas presas, 
implica que no puedan acceder a cualquier tipo de servicio jurídico, tal y como harían 
                                                
 
9 Ya en 1988, un informe del Defensor del Pueblo (1988:40) manifestaba que el derecho de defensa debe 
garantizarse desde que el proceso penal se inicia y hasta el definitivo cumplimiento de la pena. Este 
derecho (indicaba el Defensor del Pueblo) debe tener vigencia en todas las vicisitudes procesales que 
determinan la efectividad de la sentencia condenatoria a pena privativa de libertad. 
10 Ver STC TC 18/1981, de 8 de junio (FJ 2) o la STC 297/1993, de 18 de octubre. 
11 Ver STC 145/1993, de 26 de abril. 
12 Ver SSTC 77/1983, de 3 de octubre; 74/1985, de 18 de junio; 2/1987, de 21 de enero (FJ 6). 
13 Como por ejemplo el derecho a la educación, consagrado en el artículo 27 de la CE. 




si vivieran en libertad y precisaran hacer valer sus pretensiones, y además, no se les 
reconoce el derecho a una asistencia letrada de forma general14. 
 
Hemos de entender el derecho de defensa de manera amplia, es decir, no sólo en 
relación al derecho a obtener asistencia letrada, sino al derecho de poder contar con 
un proceso con todas las garantías y con un proceso que no genere indefensión.  
 
Así pues, podemos ver como el TC indica en la Sentencia 297/1993, de 18 de octubre, 
establece que: 
 
«El derecho de defensa se materializa en multitud de vertientes y manifestaciones, que 
persiguen el logro de una defensa adecuada y eficaz y tiene como objeto, ante todo, dar al 
acusado la posibilidad de exculparse. Para ello, el acusado ha de poder oponerse eficazmente al 
ejercicio del iuspuniendi del Estado, pronunciándose sobre los cargos que se le imputan, y 
utilizando la prueba pertinente para desvirtuar la imputación (FJ 5)».  
 
El rechazo irrazonado de las pruebas propuestas, así como la elusión del principio de 
audiencia, provoca la indefensión de la persona privada de libertad. Así pues, debe 
informarse en todo momento al interno de aquello por lo que está siendo sancionado, 
puesto que de no ser así, no se estaría garantizando el derecho de defensa15. 
 
Por ello, son importantes también a la hora de hacer valer este derecho, los principios 
de contradicción e igualdad de armas16. Estos establecen que quienes defiendan sus 
intereses, podrán alegar sus propios argumentos y sustentarlos con las pruebas que 
estimen convenientes. Además, señalan la necesidad de que las partes cuenten con 
los mismos medios de ataque y defensa e idénticas posibilidades y cargas de 
alegación, a efectos de evitar desequilibrios entre sus respectivas posiciones 






                                                
 
14 Ver capítulo 3.4.3 del presente trabajo. 
15 Podemos ver el Auto 134/14, de 27 de febrero, de la Audiencia Provincial de Córdoba, que estima 
íntegramente el recurso de apelación interpuesto por la representación procesal del interno, al considerar 
vulnerado su derecho de defensa al no facilitarle la información personal y actualizada de su situación 
procesal y penitenciaria. 
16 Ver asunto Varela Geis c. España, de 5 de marzo de 2013, dónde el TEDH entiende que en materia 
penal, una información precisa y completa de los cargos que pesan contra un acusado, y por tanto, la 
tipificación jurídica que la jurisdicción pueda tomar en consideración en su contra, es una condición 
esencial de la equidad del procedimiento. 
 





3.4. Asistencia jurídica gratuita para personas privadas de libertad 
3.4.1. Marco legal 
 
La Constitución Española establece previsiones para ayudar a garantizar la efectividad 
de los derechos contenidos en el artículo 24, de entre los que cabe destacar el artículo 
119, que señala que: 
«La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes 
acrediten insuficiencia de recursos para litigar». 
 
Además, con la intención de unificar la legislación procesal que había regulado la 
justicia gratuita, se crea un nuevo sistema legal gracias a la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, de asistencia jurídica gratuita. La presente regula un sistema único con la 
finalidad de proporcionar una mayor seguridad jurídica a todos los ciudadanos.  
La Ley de asistencia jurídica gratuita viene desarrollada por su propio reglamento, 
aprobado por el Real Decreto 996/2003, de 25 de julio. 
También hacen referencia a este derecho en los artículos 20 y 545.2 de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio del Poder Judicial.  
En el ámbito internacional, la Carta Fundamental de Derechos Humanos de la UE, en 
su artículo 47.3 indica que: 
«Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes 




También lo encontramos regulado en el artículo 14.3 del PIDCP17. 
 
A su vez, el artículo 6.3.c) establece este derecho cuando señala que para la defensa, 
la persona podrá ser asistida gratuitamente por un abogado, cuando los intereses de 
la justicia así lo exijan. 
 
También encontramos la Directiva 2003/8/CE del Consejo, de 27 de enero de 2003, 
destinada a mejorar el acceso a la justicia en los litigios transfronterizos mediante el 
establecimiento de reglas mínimas comunes relativas a la asistencia jurídica gratuita 
para dichos litigios. 
                                                
 
17 Ver capítulo 3.1 del presente trabajo. 






La asistencia jurídica gratuita es un servicio prestado por el Estado a aquellos 
ciudadanos que carecen de recursos económicos suficientes para litigar. El objetivo 
del mismo es satisfacer el derecho a la tutela judicial efectiva y a un proceso con las 
máximas garantías de igualdad e independencia respetando el derecho a la defensa. 
En definitiva, garantizar el acceso a la Justicia en condiciones de igualdad a todos los 
ciudadanos. 
Así pues, constituye un trámite mediante el cual se reconoce a aquellas personas que 
acrediten insuficiencia de recursos económicos (hay algunas excepciones que 
podemos ver en el artículo 2 apartados “g” y “h” de la ley de asistencia jurídica 
gratuita) una serie de prestaciones consistentes principalmente en el pago de 
honorarios de abogado y procurador y gastos derivados de peritajes, fianzas, etc.  
Tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita los ciudadanos españoles, los 
nacionales de los demás Estados miembros de la Unión Europea y los extranjeros que 
se encuentren en España, cuando acrediten insuficiencia de recursos para litigar, y 
cumplan con los requisitos del artículo 3 de la Ley 1/199618. 
El derecho a la asistencia jurídica gratuita, con la promulgación de la Ley 1/1996, ha 
visto su contenido material ampliado, de forma que se configura como un derecho más 
completo, garantizando una mayor igualdad entre las partes del proceso y eliminando 
onerosidades excesivas19. 
El contenido material de este derecho, se establece en el artículo 6 de la Ley y 
comprende algunas prestaciones básicas, como por ejemplo la asistencia de abogado 
al detenido o preso que no lo hubiera designado, o la defensa y representación 
gratuitas por abogado y procurador en el proceso judicial, cuando la intervención de 
estos profesionales sea legalmente preceptiva o, cuando no siéndolo, sea 
expresamente requerida por el Juzgado o Tribunal mediante Auto motivado. 
En cuanto a la fase penitenciaria, son relevantes los apartados 1 y 3 del mencionado 
artículo 6, los cuales se completan con el artículo 21 de la misma ley, que dice así: 
«Si conforme a la legislación procesal, el órgano judicial que esté conociendo del proceso 
estimara que, por las circunstancias o la urgencia del caso, fuera necesario asegurar de forma 
                                                
 
18 Este artículo básicamente establece unos umbrales económicos para determinar si se está ante una 
situación de insuficientes recursos económicos o no. 
19 Ver punto 3 de la Exposición de Motivos de la Ley 1/1996, de 10 de enero de AJG. 




inmediata los derechos de defensa y representación de las partes, y alguna de ellas 
manifestare carecer de medios, dictará resolución motivada requiriendo de los Colegios 
Profesionales el nombramiento provisional de abogado y procurador, cuando las 
designaciones no hubieren sido realizadas con anterioridad». 
 
La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, según el artículo 17 de la Ley 1/1996, es 
quien se encarga de dictar resolución, reconociendo o denegando el derecho a la 




Cuando analizamos este derecho de asistencia jurídica gratuita en relación a las 
personas que se encuentran privadas de libertad, podemos observar que este, se 
encuentra limitado en la práctica, cuestión que resulta un tanto paradójica21.  
 
De hecho, es de una lógica apabullante, que este derecho no puede limitarse a 
personas vulnerables, porque, estas más que otras, necesitan de una defensa efectiva 
de sus derechos. 
 
Llegados a este punto, debemos analizar con especial atención lo que establece la 
Disposición Adicional 5ª de la LOPJ (modificada por la LO 5/2003), única norma que 
hace referencia a los recursos en materia penitenciaria. 
 
El noveno apartado de esta DA 5ª de la LOPJ dispone que: 
 
«El recurso de apelación a que se refiere esta disposición se tramitará conforme a lo dispuesto 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el procedimiento abreviado. Estarán legitimados para 
interponerlo el Ministerio Fiscal y el interno o liberado condicional. En el recurso de apelación 
será necesaria la defensa de letrado y, si no se designa procurador, el abogado tendrá también 
habilitación legal para la representación de su defendido. En todo caso, debe quedar 
garantizado siempre el derecho a la defensa de los internos en sus reclamaciones 
judiciales».  
 
Conforme a esta redacción vigente de la DA 5ª de la LOPJ, puede entenderse que 
sólo pueden interponer recursos ante el JVP los internos, liberados y el Ministerio 
Fiscal. Además, interpretamos también que la actuación del abogado sólo será 
                                                
 
20 Al respecto podemos ver la STC 9/2008, de 21 de enero, donde se plantea un recurso de amparo 
contra un Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Valladolid, de 9 de mayo de 2005, que 
desestimó la impugnación contra la Resolución de la Comisión de AJG de Valladolid, por la que fue 
denegada al recurrente su solicitud de asistencia jurídica gratuita. 
21 Ver STC 2/1987, de 21 de enero. 




preceptiva cuando se interpongan recursos de apelación. Resulta claro, que no se 
tiene en cuenta el derecho a la asistencia jurídica gratuita en lo relativo a los recursos 
de reforma, a las quejas o a las reclamaciones iniciales de los internos.  
 
Podemos ver como la anterior redacción de la DA 5ª de la LOPJ manifestaba que: 
 
«Los internos, para formular sus quejas y reclamaciones iniciales, así como los recursos de 
reforma contra las resoluciones del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria por las que se resuelven 
aquellas, no necesitarán la asistencia de letrado ni de procurador». 
 
 
Así pues, con esta redacción no cabía ningún tipo de duda respecto a que no era 
necesaria la asistencia de letrado a la hora de formular quejas o interponer recursos 
de reforma.  
 
Pues bien, la redacción actual parece ser un poco más confusa, debido a que como 
hemos visto anteriormente, se hace mención expresa a la necesidad de defensa de 
letrado en la tramitación del recurso de apelación, pero nada se dice respecto al 
recurso de reforma o a las quejas y reclamaciones que quieran interponer las 
personas privadas de libertad.  
 
Si vamos más allá, podemos interpretar que con todo esto, se está vulnerando un 
principio básico del Derecho como lo es el principio de igualdad proclamado en el 
artículo 14 de la CE, cuando establece que: 
 
«Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por 
razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social». 
 
 
Según indica el Tribunal Constitucional22, el hecho de que no se tenga en cuenta el 
derecho a la asistencia jurídica gratuita en caso de que un interno quiera hacer valer 
sus pretensiones ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria, no significa que otro interno 
no pueda valerse en todo caso del asesoramiento de un defensor de libre elección. 
 
Resulta confusa entonces, la redacción actual de esta DA 5ª de la LOPJ cuando 
añade en último lugar la idea de que: 
 
 
                                                
 
22 Ver STC 262/2005, de 24 de octubre (FJ 2). 




«En todo caso, debe quedar garantizado, siempre, el derecho a la defensa de los internos en 
sus reclamaciones judiciales». 
Es decir, ¿qué debemos entender con la expresión «en todo caso»? Si atendemos al 
sentido literal de la misma, parece entonces que la actuación del abogado en estas 
circunstancias debería ser preceptiva, puesto que en todo caso, es en todo caso. 
Realizando un análisis de las disposiciones normativas y de la situación en la que se 
encuentran las personas privadas de libertad respecto a el derecho de hacer valer sus 
pretensiones, considero que la intervención de abogado durante la fase de ejecución 
necesita de un reconocimiento pleno.  
 
Además, vemos como la LECrim en su artículo 221 señala que:  
 
«Los recursos de reforma, apelación y queja se interpondrán siempre en escrito, autorizado con 
firma de Letrado». 
 
Ello, unido al último párrafo de la DA 5ª de la LOPJ, nos lleva a concluir que la 
intervención de Letrado debería ser preceptiva en todos los trámites, incidentes y 
expedientes ante los JVP, por lo que en caso de no ser designados libremente por la 
persona privada de libertad, se deberá designar uno del turno de oficio (Morcillo Buj, 
2015). 
 
Pero tal y como he podido ver en la práctica, a diferencia de lo que sucede con un 
ciudadano de “a pie”, a los reclusos, pese a que puede entenderse que la mayoría no 
cuentan con recursos económicos suficientes, no les corresponde el nombramiento de 
abogado de oficio con carácter general, pero si podrán disponer de un asesoramiento 
por parte de un letrado designado libremente y, evidentemente, a su costa23. 
 
Además, tal y como expone la STC 160/2009, de 29 de junio (FJ 4), el Tribunal, en 
consonancia con la doctrina del TEDH24, ha señalado que la denegación de la 
asistencia letrada no conlleva sin más una vulneración del artículo 24.2 CE. Para ello, 
es necesario que la falta de Letrado de oficio solicitado, haya producido al solicitante 
una real y efectiva situación de indefensión material, es decir, que su autodefensa se 
haya revelado insuficiente, impidiéndole así, una defensa adecuada25.  
                                                
 
23 SSTC 18/1981 de 8 de junio, 2/1987 de 21 de enero; 297/1993, de 18 de octubre. 
24 STEDH de 13 de mayo de 1980 (asunto Ártico) 
25 SSTC 101/2002, de 6 de mayo (FJ 2); 262/2005, de 24 de octubre (FJ 2); 20/2006, de 30 de enero (FJ 
3). 





4. MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO EL DERECHO DE 
DEFENSA A PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 
 
Durante el desarrollo de este apartado, analizaré los distintos mecanismos mediante 
los que la persona privada de libertad puede hacer valer el derecho de defensa y por 
tanto, también puede garantizar una tutela judicial efectiva. 
 
Para ello, he realizado diversas entrevistas a distintas personas privadas de libertad (o 
que en algún momento de sus vidas se han visto privados de este derecho) que me 
han permitido observar cuál es el trato verdadero que se da a esa defensa en la 
práctica. 
 
Teniendo en cuenta la situación de privación de libertad que rige la vida del penado, 
encuentro importante realizar el análisis atendiendo a un orden lógico, empezando 
primero por el estudio de aquellos mecanismos a los que al recluso le resulta (o al 
menos, debería) más fácil acceder. 
 
Así pues, en primer lugar, haré mención a la figura del jurista del centro penitenciario, 
trataré también sobre el Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria, sobre los 
abogados del turno de oficio penal y penitenciario, sobre el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria y para finalizar, añadiré algunas notas características sobre el Síndic de 
Greuges.  





4.1. El Jurista del Centro Penitenciario 
4.1.1. Concepto y regulación 
 
Para llevar a cabo la finalidad resocializadora de las penas privativas de libertad, se 
hace muy necesaria la presencia de múltiples y especializados profesionales, y entre 
ellos, la figura del jurista. 
 
El jurista (antes denominado jurista-criminólogo) nace con la Ley 39/70, de 22 de 
diciembre, creadora del Cuerpo Técnico (actual Equipo Técnico). 
 
Hoy en día, encontramos su regulación en el artículo 281 del Real Decreto 1201/1981, 
de 8 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario de 1981, disposición 
que sigue en vigor mediante la Disposición Transitoria 3ª del R.D. 190/1996, de 9 de 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario de 1996. Esta D.T.3ª 
establece lo siguiente: 
 
«El contenido de los artículos 277 a 324; 328 a 332 y 334 a 343 del Reglamento Penitenciario 
aprobado por Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, se mantendrá vigente, con rango de 
resolución del centro directivo de la Administración penitenciaria correspondiente, en lo que no 
se oponga a lo establecido en el Reglamento Penitenciario que se aprueba por este Real 
Decreto, hasta que por el centro directivo correspondiente se dicte la resolución que establezca 
la nueva regulación de la organización de los servicios y unidades de los centros penitenciarios, 
así como las funciones de cada uno de los puestos de trabajo de los mismos». 
 
En Cataluña contamos con el Decreto 329/2006, de 5 de septiembre, que aprueba el 
Reglamento de organización y funcionamiento de los servicios de ejecución penal en 
Cataluña. Esta norma establece que el jurista forma parte de la Junta de Tratamiento 
(artículo 30.1.f) y del Equipo Multidisciplinar (artículo 37.2.c). 
 
Tal y como he expresado anteriormente, para examinar las funciones específicas del 
jurista deberemos tener en cuenta lo que dispone el artículo 281 del RP de 1981, y 
éste establece que las funciones consistirán en:  
 
«1.ª. Estudiar toda la información penal, procesal y penitenciaria recibida sobre cada interno, 
realizando la valoración criminológica necesaria para la clasificación y programación del 
tratamiento del mismo, emitiendo los informes propios de su especialidad que ha de presentar a 
las reuniones del Equipo. 
 
2.ª. Asistir como Vocal a las reuniones del Equipo, participando en sus actuaciones y acuerdos y, 
una vez que sobre cada caso hayan informado todos los miembros del mismo, hacer la 
propuesta global del diagnóstico criminológico y, en su caso, de programación del tratamiento; 




previa la discusión y acuerdo correspondiente, redactar, en un momento posterior, la propuesta 
razonada de destino o el informe final que se ha de remitir al Centro Directivo, redacción que se 
someterá previamente a la aprobación del Subdirector-Jefe del equipo26. 
3.ª. Redactar, previa discusión y acuerdo correspondiente del equipo, los informes solicitados por 
las autoridades judiciales, el Ministerio Fiscal y el Centro directivo. 
4.ª. Colaborar en la medida posible y del modo que el equipo determine a la ejecución de los 
métodos de tratamiento. 
5.ª. Informar a los internos acerca de su situación penal, procesal y penitenciaria, bien por propia 
iniciativa, cuando lo crea adecuado, bien a petición del interno, así como a los efectos previstos 
en el artículo 130.1, siempre que sea requerido para ello por el interno y no ostente vocalía en la 
Junta de Régimen y Administración. 
6.ª. Informar al Director de las instancias y recursos cursados o interpuestos por los reclusos con 
respecto a sus derechos y situaciones jurídicas. 
7.ª. Asesorar jurídicamente en general a la Dirección del Establecimiento. 
8.ª. Cumplir cuantas tareas le encomiende el Director concernientes a sus cometidos». 
 
El papel del jurista es uno de los más importantes dentro del equipo formado por 
profesionales, puesto que éste debe actuar como garante de la legalidad en la 
ejecución de la pena. 
 
Aún así, los juristas de Instituciones Penitenciarias, según lo que dispone el 
Reglamento no tienen la función de asistir ni defender a personas presas, sino de 




En la práctica, he podido comprobar que una de las mayores demandas por parte de 
los internos, es la necesidad de un asesoramiento técnico-jurídico en aras de poder 
ejercer su derecho de defensa con todas las garantías.  
 
En un intento de paliar el efecto del no reconocimiento de la actuación de abogado en 
todos los momentos de la ejecución, se introduce la figura del jurista que ha de prestar 
asesoramiento al interno. Pero ello se muestra insuficiente, puesto que no se garantiza 
una asistencia letrada de tal modo que la persona privada de libertad pueda ejercer un 
derecho de defensa en todas sus vertientes. 
 
                                                
 
26 Actualmente subdirector de tratamiento. 




Lo que sí les corresponde, como podemos ver en el apartado 5º del mencionado 
artículo: 
«Informar a los internos acerca de su situación penal, procesal y penitenciaria…». 
 
La figura del jurista suele generar desconfianza hacia la persona privada de libertad. 
Muchos internos, ven al jurista como a un miembro de la Junta de Tratamiento 
estrechamente vinculado a la Administración Penitenciaria y no como a alguien a 
quien poder recurrir en caso de necesitar algún tipo de ayuda. Esta vinculación directa 
del jurista a la institución penitenciaria conlleva, en muchas ocasiones, una clara 
incompatibilidad para defender el interés del interno. 
 
Supongamos que la persona presa quiere ejercer su derecho a defensa por no estar 
conforme con cuestiones relativas a una regresión de grado o por ejemplo a una 
denegación de permiso; entiendo que la última persona en quien confiará para recibir 
asesoramiento o defender sus pretensiones e intereses será aquella que ha formado 
parte a la hora de tomar la decisión que conlleva esa regresión de grado o aquella 
denegación de permiso. 
 
Así pues, baso el siguiente análisis en las distintas entrevistas realizadas tanto a 
juristas como a personas privadas de libertad en las que los primeros debían contestar 
a unas preguntas relativas a cuáles son sus funciones y como las desarrollan, y los 




















Si analizamos el gráfico, podemos apreciar de forma clara como un 30% (es decir, 6 
personas de las 20 que contestaron el cuestionario), indica que su valoración respecto 
a esta figura es negativa (el 5% se refiere a que su impresión es muy mala: “hablé con 
él dos veces, no hace nada” (ver entrevista nº18), y un 25% mala).  
 
El 15% opina que no lo valoran ni de forma positiva ni negativa, mientras que un 25% 
lo valora positivamente, de manera que indican que cuando han tenido alguna duda, 
éste les ha ayudado (ver entrevistas nº 21 y 23, donde los juristas encuestados 
aseguran realizar de vez en cuando recursos en cuanto a denegaciones de permisos y 
clasificaciones). 
 
El dato más impactante es el 25% de personas que afirman no conocer al jurista del 
centro penitenciario (igual porcentaje de personas que aseguran tener una mala 
valoración). Es decir, 5 de las 20 personas encuestadas, dicen no saber quién es el 
jurista: “tras 5 peticiones de visita, todavía no lo conozco. Invalorable”. (ver entrevista 
nº10). 
 
Si la figura del jurista está configurada como aquel profesional que actúa como 
garante de la legalidad en la ejecución de la pena (gran responsabilidad), ¿cómo 
puede ser que exista un 25% que indique que no lo conoce, y un 5% no quiera (o no 
sepa) ni siquiera valorarlo? ¿Hemos de entender la no valoración, como una respuesta 
de desaprobación hacia esa figura? 
 
El resultado final, da a entender que un 75% de los encuestados no está satisfecho 
con las tareas de este profesional, ¿por qué?.  
 
Como he especificado anteriormente, al jurista no le corresponde asistir ni defender a 
las personas privadas de libertad, sino informar a los internos acerca de su situación 
penal, procesal y penitenciaria. Pero sí es cierto, que los artículos 62 a 64 de la LOGP, 
establecen criterios muy importantes para la correcta evaluación de la persona a la 
hora de adoptar un tratamiento27. En estos preceptos se especifica que el tratamiento 
estará basado en el estudio científico de la constitución, el temperamento, el carácter, 
las aptitudes y las actitudes del sujeto a tratar, además, el artículo 63 establece que 
deberá realizarse una adecuada observación de cada penado, tomando en 
                                                
 
27 Al que, recordemos, sólo pueden acceder las personas privadas de libertad en condición de penados.  




consideración la personalidad y el historial individual, familiar, social y delictivo del 
interno. 
 
Resulta difícil comprender cómo un 25% de los encuestados aseguran no conocer al 
jurista, y más cuando alguno de ellos asegura llevar más de 2 años en prisión (ver 
entrevista nº 13, donde el interno explica: “no he hablado con ninguno”). El artículo 281 
del RP de 1981 en su apartado 1º expresa la importancia del estudio de 
individualización científica para proceder a una correcta clasificación y establecer un 
buen tratamiento (todo ello, para garantizar los fines de las penas privativas de 
libertad, como la reeducación y reinserción social). Entendiendo que, para proceder a 
un correcto estudio, el profesional deberá entrevistarse personalmente con el sujeto, 
en aras de conocer mejor “su realidad”; de lo contrario, se realizarían propuestas de 
clasificaciones y tratamiento careciendo de conocimiento directo de la situación 
procesal de cada uno de ellos. 
 
Dato todavía más alarmante (si cabe), si tenemos en cuenta que hace 20 años el 
entonces Defensor del Pueblo ya indicaba en su informe anual (1995:170), la 
preocupante situación que manifestaban los internos mediante interposición de quejas 
relativas a la escasa atención de tratamiento y a la falta de conocimiento directo sobre 
la situación personal de cada interno, a la hora de realizar informes o propuestas 
relacionados con el tratamiento. 
 
Todo ello puede ser debido a la escasa dotación de personal en los equipos de 
tratamiento. Además, el Equipo Técnico se encuentra muy condicionado por el trabajo 
burocrático y por la necesidad constante de elaborar informes para permisos, 
progresiones y regresiones de grado; tareas en las que apenas tiene cabida el 
contacto personal con los reclusos (Ríos Martín, Cabrera Cabrera, 2002:65). 
 
Durante la realización de este estudio, he tenido la gran oportunidad de poder tratar 
personalmente con 3 juristas de distintos centros penitenciarios. Así pues, he podido 
corroborar que la ratio interno-técnico es sorprendente, puesto que cada uno de los 
juristas tiene asignado un mínimo 70 reclusos (llegando en ocasiones, como en la 
entrevista nº 21, a más de 150 internos por jurista).  
 
Me ha parecido interesante comparar los datos obtenidos en esta pequeña encuesta 
con los obtenidos en su momento, a través de la obra de Gallego Díaz (2010:105), 




donde ya se mostraban datos alarmantes en relación a las visitas que el jurista 
realizaba a las personas privadas de libertad, donde un 86% (de los 1.668 
cuestionarios válidos que se realizaron), es decir, cerca de 1.450 personas indicaban 
que nunca lo veían, un 6,2% lo veía una vez al año, un 5,9% de manera mensual, un 
1,6% semanalmente y un 1,7% a diario.  
 
Si los fines principales de la pena son la reeducación y la reinserción social, pienso 
que es imprescindible que los juristas profesionales conozcan a los internos de 
manera más individual en el desarrollo de su labor, debido a que ello permitirá a su 
vez, un mejor tratamiento. 
 
Por todo ello, considero que el número de juristas, así como de los demás 
profesionales, es insuficiente, puesto que asegurar un buen estudio para una buena 
clasificación y un posterior “buen tratamiento”, garantiza un buen derecho de defensa 
(entendido como derecho que debe contar con las máximas garantías). 
 
Para concluir, he podido comprobar que los juristas del centro penitenciario no tienen 
ningún contacto con abogados de oficio penal, tan sólo en caso de que el interno no 
sepa quién es su letrado, puesto que los abogados son atendidos a través de una 









4.2. El Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria (SOJP) 
4.2.1. Concepto y regulación 
 
El Servicio de Orientación Jurídica es un servicio cuya función consiste en 
proporcionar un primer consejo orientador a cualquier ciudadano que acuda a él. 
Informa sobre la posibilidad de acudir a los Tribunales o de recurrir a las vías 
alternativas de resolución de conflictos.  
 
En la Ley 1/1996, de Asistencia Jurídica Gratuita, vemos como se hace mención a la 
ampliación del contenido material del derecho objeto de la misma, indicando que 
habrá nuevas prestaciones tales como el asesoramiento y la orientación previos a la 
iniciación del proceso; Se establece en el Capítulo III de la citada Ley en su artículo 
22, donde se especifica que los Colegios de Abogados implantarán servicios de 
asesoramiento a los peticionarios de asistencia jurídica gratuita, con la finalidad de 
orientar y encauzar sus pretensiones. Asimismo, también establece que los Colegios 
de Abogados facilitarán a los solicitantes dicha asistencia e información necesaria en 
relación al cumplimiento de los requisitos para su concesión, así como el auxilio en la 
redacción de las solicitudes correspondientes.  
 
El servicio será prestado por profesionales que cuenten con los requisitos generales 
mínimos de formación y especialización necesarios para prestar los servicios de 
asistencia jurídica gratuita 28 , con objeto de asegurar un nivel de calidad y de 
competencia profesional que garantice el derecho constitucional a la defensa.  
 
En Cataluña, el Servicio de Orientación Jurídica está subvencionado por el 
Departament de Justícia, a través de la Secretaria de Relacions amb l’Administració 
de Justícia. Son 14 los colegios de abogados los que prestan este servicio, con 
personal propio y abogados en ejercicio, de entre los que hay inscritos en el colegio de 
abogados que corresponda a la población donde se presta el servicio. 
 
En cuanto al Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria (SOJP en adelante), fue el 
Colegio de Abogados de Vizcaya el pionero en su creación, en 1986. Nació debido a 
                                                
 
28 Artículos 2 y 4 del Reglamento del Servicio de Defensa de Oficio y Asistencia Jurídica Gratuita del 
ICAB. 




la necesidad de proteger los derechos y deberes reconocidos al interno bajo la RSE 
que mantiene con la Administración. Así se establece que los objetivos y funciones del 
servicio son el garantismo (en tanto en cuanto vela por los derechos de la población 
reclusa) y la reinserción social. 
 
En Cataluña este servicio no nació hasta Julio de 2005, fecha en que se firmó el 
primer Convenio de colaboración entre el Departamento de Justicia y el Consejo de 
Ilustres Colegios de Abogados de Cataluña para la prestación del SOJP, destinado a 
orientar y asesorar las consultas que formulen los internos de los centros 
penitenciarios de Cataluña sobre determinadas cuestiones jurídicas, hoy vigente 
mediante una prórroga del mismo, el cual cuenta con una vigencia desde el 1 de enero 
hasta el 31 de diciembre de 2015. 
 
El Servicio de Orientación Jurídica, en el caso de las personas internas, se debe 
ajustar a la especialidad de las consultas en cuanto a las materias y al lugar de 
prestación del servicio. Además, los profesionales que quieran incorporarse a él, 
deberán contar con unos requisitos específicos, como la superación de un curso 
especializado y haber ejercido durante unos años previos a la solicitud de 
incorporación.   
 
Este servicio consiste en proporcionar un primer consejo orientador y gratuito, sobre 
materias principalmente de ámbito penitenciario, como por ejemplo a la hora de 
elaborar escritos de queja o recursos en vía administrativa en relación a las 
resoluciones de la Administración Penitenciaria (siempre y cuando el interesado no 
tenga designado abogado particular o de oficio). Queda excluida la presentación de 
recursos en vía judicial, excepto cuando se trate de recursos de reforma ante el juez 
de vigilancia en que no sea preceptiva la intervención de un letrado.  
 
La orientación también se realizará en relación a asuntos penales (cuando sean 
consultas efectuadas por las víctimas de un presunto delito que no tengan abogado 
designado) y materias generales como de derecho civil, familia, laboral, contencioso-
administrativo, mercantil o extranjería.  
 
Además, el SOJP, se encargará de informar a los internos de los requisitos que exige 
la ley para disfrutar y obtener el derecho a la justicia gratuita, si tienen derecho a ella, 




con la redacción de la solicitud procedente y la presentación de ésta al colegio de 
abogados territorialmente competente. 
Según dispone el Convenio, la prestación del servicio se lleva a cabo de lunes a 
viernes, con un total de 40 horas repartidas entre los distintos centros penitenciarios 
que hay en Catalunya (un total de 10 en la actualidad), atendiendo las necesidades de 
los internos, la disponibilidad de los abogados y el desarrollo normal de las actividades 
del establecimiento penitenciario. 
 
Podemos observar cómo se efectúa la distribución de las horas durante este año 

















Para acceder al servicio, el interno deberá realizar una instancia (impreso especial), 
gestionada a través del centro penitenciario y de la cual se quedará una copia que da 
fe de la fecha de solicitud del servicio. Además también podrá realizarse por cartas, 
llamadas telefónicas, familiares, asociaciones, etc. 
 
El centro asigna el día y la hora de acceso al Servicio siguiendo estrictamente el orden 
de entrada de solicitudes. Posteriormente, los abogados del Servicio acudirán al 
centro para prestar el servicio establecido en el Convenio29. 
                                                
 
29 Interesa aquí ver el Auto núm. 1118/2015, de 20 de febrero, del Juzgado de Vigilancia nº 2 de Sevilla, 
suscitado por la denuncia de dos letradas, en su calidad de Coordinadoras del Servicio de Orientación y 
TABLA 1 






En el apartado anterior, he expuesto donde está regulado el Servicio de Orientación 
Jurídica Penitenciaria y en qué consisten sus funciones.  
 
En aras a saber cuál es la opinión que merece este servicio entre las personas con las 
que me he podido entrevistar, las preguntas eran claras: “¿alguna vez has acudido al 
SOJP?” y, “¿cuál es tu valoración del SOJP?”. 
 












De las 20 personas encuestadas, el 45%, es decir, 9 personas, aseguran haber 
acudido al SOJP, la mayoría por no estar contentos con su abogado, o para preguntar 
sobre el abogado que le llevó el caso. De entre estas 9 personas, 2 afirman haber 
acudido tan sólo una vez, una de ellas para preguntar por su abogado de oficio 
(entrevista nº 15) (vemos que es una cuestión bastante demandada)  y la otra 
asegura: “Acudí una vez pero no me dejaron nada claro respecto a mis preguntas” 
(entrevista nº 12). 
 
Un 30% asegura que nunca ha acudido al servicio (faltaría constatar si ello es así por 
prescindir del servicio, o por desconocimiento de su existencia), mientras que el 5% no 
responde al respecto.  
                                                                                                                                          
 
Asistencia Jurídica Penitenciaria del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla, respecto de un acuerdo de la 








Desconocen la actividad y función de este servicio un 20% de los encuestados (“no lo 
conozco”, entrevista nº 8). ¿Cómo es posible que, un mecanismo creado precisamente 
para velar por los derechos de los colectivos vulnerables sea desconocido entre la 
población reclusa, y más aun, cuando constituye el servicio a través del cual pueden 
acceder a profesionales del derecho para hacer efectivo su derecho de defensa? 
 













El 65% de los encuestados se abstiene a la hora de realizar una valoración acerca del 
Servicio. Probablemente por no saber qué “puntuación” efectuar a un servicio que 
prácticamente aseguran no conocer.  
 
Un 20% indica que su valoración es negativa, y añaden algún motivo como por 
ejemplo que “funciona con mucha demora y además no demuestra ninguna 
efectividad. Nunca me ha solucionado ningún problema” (ver entrevista nº 10). 
 
El 15% en cambio, opina que el SOJP les ha ayudado en aquellas consultas que han 
realizado: “me resolvieron las dudas” (entrevista nº 7) o “me atendieron bien” 
(entrevista nº 13). 
 
De las 9 personas que indicaban haber acudido alguna vez al servicio de orientación, 
3 lo valoran de forma negativa, 3 positiva y otros 3 no hacen ninguna valoración al 
respecto.  
 
La realización de la clínica jurídica penitenciaria, me ha permitido observar como en la 
práctica el SOJP, al menos en Catalunya, es un servicio prácticamente inexistente.  
GRÁFICO 3 
 




Hemos de partir de la premisa de que mediante el convenio regulador se establece un 
total de 40 horas semanales de servicios 30  para todo el conjunto de centros 
penitenciarios de Catalunya (10 en la actualidad), es decir, 4 horas semanales para 
cada uno de los establecimientos, lo que se traduce en160 horas al mes, o lo que es lo 
mismo,1760 horas de servicio al año.  
 
Durante el año 2014, contamos con una población reclusa formada por unas 9.294 
personas. Ello significa que el servicio proporcionó una media de 5,3 horas anuales 
por interno, (en caso de que cumpla con todas las horas de servicio semanales, y en 
el caso también, de que todas ellas hubiesen querido atención), dato que resulta 
claramente insuficiente para garantizar cualquier tipo de asesoramiento para 
garantizar el derecho de defensa. 
 
Por otro lado, teniendo en cuenta que la persona que se encuentra en situación de 
privación de libertad y por tanto, ello le impide poder acudir a un profesional que le 
asesore, considero que el hecho de que el servicio funcione mediante instancia, con lo 
que ello conlleva (sobretodo en lo relativo a la lentitud de los trámites), unido a que el 
servicio no actúa de forma fija en los centros penitenciarios, y que además no se hace 
difusión de forma expresa sobre la existencia del mismo, provoca una vulneración en 
toda regla del derecho de defensa y asistencia de los internos.  
 
Así pues, considero que debido al gran número de población reclusa en Catalunya, el 
SOJP debería dedicar en cada centro penitenciario mínimo 16 horas semanales, las 
mismas horas que por media dedica mensualmente a cada uno de ellos.  
 
Además, debería de ofrecerse información acerca del servicio desde el primer 
momento en el que el interno ingresa en el centro, para saber dónde puede acudir en 
caso de necesitar un correcto asesoramiento legal a través de un profesional del 
derecho. Es decir, cuando un interno ingresa en prisión debería contar con toda la 
información sobre el SOJP, como servicio cuya finalidad consiste en hacer valer sus 
pretensiones ante la Administración, y ante la Justicia31, puesto que como he podido 
                                                
 
30 Ver tabla 1 sobre “prestación del servicio de orientación jurídica penitenciaria 2015” (pág. 31). 
31 En relación a la obtención de esa información, se establece diversa normativa que intenta garantizar 
que el interno cuente con ese derecho para así, hacer más efectivo su derecho a defensa; en tal caso 
cabe destacar el artículo 49 de la LOGP y el artículo 35 de las “reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos”, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y 
Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977.  




comprobar mediante las encuestas realizadas y con las visitas al centro penitenciario, 
la gran mayoría desconoce la existencia del servicio. 
 
4.2.3. El caso del Servicio de Asistencia Jurídica Penitenciaria en Andalucía 
 
A raíz de la explicación acerca del Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria, me 
parece interesante añadir como anécdota un caso que sucedió en el SOJP de 
Andalucía en fecha 1 de Mayo del 2012.  
 
El SOJP en Andalucía se inició en Junio del año 2001. Empezó a funcionar tras la 
firma de un Convenio bilateral entre la antigua Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias y los Colegios de Abogados. En 2008 se suscribió regular la prestación 
a través de un Convenio tripartito entre la Consejería de Justicia y Administración 
Pública de la Junta de Andalucía, la Dirección de Instituciones Penitenciarias del 
Ministerio del Interior y el Consejo Andaluz de Colegio de Abogados de Andalucía. 
 
El 1 de mayo del año 2012 el SOAJP de Andalucía quedó suspendido por una 
supuesta falta de firma, por parte del Ministerio del Interior, para la renovación del 
Convenio de Colaboración. Ello dejó entrever que el Ministerio del Interior, no tiene 
mucho interés por la población reclusa32.  
 
La paralización de este servicio dejó en Andalucía a miles de personas privadas de 
libertad en una situación de indefensión y desigualdad no permitida por la constitución. 
 
El Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria de Andalucía realiza una gran labor 
dentro de las instituciones penitenciarias. Algunas de las prestaciones que realiza este 
servicio consisten en la orientación y asistencia jurídica sobre el contenido del 
ordenamiento penitenciario español, la redacción de escritos de petición y recursos de 
queja o reforma (siempre que no sea preceptiva la intervención de abogado), ponerse 
en contacto con los distintos profesionales del centro penitenciario o realizar trámites 
para las designaciones de letrado de turno de oficio.  
 
                                                
 
32 Podemos ver artículos de interés en relación a este asunto en el siguiente: <http://www.apdha.org/el-
consejero-de-justicia-afirma-que-las-personas-presas-no-necesitan-abogados/> 




Además, el SOAJP también ofrece orientación sobre otras situaciones que pudiesen 
dar lugar a la designación de Letrado del turno de oficio en otros ámbitos, como el 
penal, civil, laboral y administrativo. Ello es muy relevante porque hay que tener en 
cuenta que quien se encuentra cumpliendo condena, no tiene libertad para acudir al 
Servicio de Orientación Jurídica de los Colegios de Abogados. Así pues, es el SOAJP 
quien desempeña esas funciones. 
 
Es por ello, que podemos ver que desde su instauración, hasta el año 2011, las 
consultas que el SOAJP atendía iban aumentando cada vez más, hasta llegar al punto 
de atender a casi 3.500 personas presas.  
 
Este dato pone en claro conocimiento, la necesidad que tiene la población reclusa de 
un servicio que le informe, oriente y asista a la hora de ejercitar sus derechos ante la 
Administración Penitenciaria y los órganos jurisdiccionales 33 ; y más cuando este 
servicio no se ofrece desde ninguna otra instancia. 
 
Con la suspensión del servicio, se dejaron desamparadas a casi 17.000 personas que 
no podían verse defendidas por abogados del SOAJP. Hay que tener en cuenta que 
día tras día se viven situaciones de injusticia tras los muros de una ciudad encarcelada 
y que muchas de ellas se intentaban evitar gracias a la existencia de este servicio. El 
hecho de que se suspenda un servicio al que las personas privadas de libertad podían 
acceder de manera gratuita con todas las garantías, vulnera gravemente claros pilares 
de la Constitución, como lo son el principio de igualdad o el derecho a una tutela 
judicial efectiva.  
 
Claro está que para quien pueda valerse de una defensa técnica mediante abogado 
de confianza, no supondrá un perjuicio igual de grave como para aquél que no cuente 
con recursos económicos o medios suficientes como para contratarlo. Hemos de 
recordar que, tal y como dispone la ley, la intervención de abogado de turno de oficio 
sólo es preceptiva cuando hay interposición de un recurso de apelación ante la 
Audiencia Provincial. 
 
                                                
 
33 Ver el Auto núm. 4263/12, de 14 de noviembre, del JVP Nº 11 de Andalucía, con sede en Sevilla, por el 
que se desestima una queja interpuesta por un interno, solicitando al Juzgado que se adopten las 
medidas necesarias para que el SOAJP siga realizando la labor que hasta mayo de 2012 venía 
realizando. 




La Asociación Pro Derechos Humanos de Andalucía ante esta situación, presentó una 
queja al Defensor del Pueblo Andaluz junto con la firma de 1.000 personas presas, 
denunciando la suspensión de la asistencia jurídica en las prisiones andaluzas.  
Lo verdaderamente alarmante de esta situación es que los derechos de un colectivo 
realmente vulnerable como lo es el de las personas privadas de libertad, se convierten 
en meros rehenes de intereses políticos ajenos y contrarios a la función de protección 
de los derechos fundamentales que todas las Administraciones deben cumplir (Informe 
sobre la suspensión del SOAJP:2013).  
 
La suspensión de este servicio, vulneró en toda regla el derecho de defensa de miles 
de personas presas, miles de personas que no podían contar con abogado particular, 
miles de personas que tuvieron miles de dudas, dudas que quedaron sin miles de 
soluciones. 
 
Después de tres años sin poder contar con el Servicio de Orientación Jurídica 
Penitenciaria, el jueves 5 de marzo de 2015, se reanudó tras haber suscrito el 
convenio de colaboración con el Ministerio del Interior, como responsable de las 
instituciones penitenciarias, para facilitar la reanudación de esta prestación34. Este 
Convenio cuenta con una vigencia de tres años prorrogables y está financiado al 







                                                
 
34  Podemos ver artículos de interés en relación a este asunto en el siguiente enlace: 
<http://www.derechopenitenciario.com/noticias/noticia.asp?id=6016> 





4.3. El abogado del Turno de Oficio Penal y Penitenciario 
4.3.1. Concepto y regulación 
 
El turno de oficio consiste en la designación de abogado una vez se reconoce el 
derecho a la asistencia jurídica gratuita. Éste se crea para garantizar que todas las 
personas pueden obtener la tutela judicial efectiva a la hora de ejercer sus derechos e 
intereses legítimos, sin que se produzca indefensión por motivos, en este caso, 
económicos. 
 
Así pues, el turno de oficio y los abogados que lo componen se erigen como garantes 
de la efectividad del principio de igualdad, debido a que cualquier ciudadano tiene 
derecho a una defensa ejercida por profesionales del derecho ante juzgados y 
tribunales. 
 
Se encuentra regulado en los artículos 27 a 36 de la Ley 1/1996, de Asistencia 
Jurídica Gratuita así como en el artículo 31 del Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, 
por el que se aprueba el Estatuto General de la Abogacía Española.  
 
En Barcelona, el Ilustre Colegio de Abogados (ICAB) cuenta con su propio 
Reglamento de Servicio de Oficio y Asistencia Jurídica Gratuita del Colegio de 
Abogados, donde se regulan aspectos básicos para el correcto funcionamiento de esta 
prestación.  
 
La incorporación al turno es de carácter voluntario, se realizará mediante solicitud ante 
el Colegio de Abogados pertinente, siempre y cuando se cumpla con los requisitos y 
condiciones del turno de oficio, tales como haber ejercido durante un mínimo de tres 
años antes de la inscripción, haber superado los cursos de la Escuela de Práctica 
Jurídica o curso equivalente homologado, tener despacho en la zona geográfica donde 
se quiere desenvolver la actividad, etc. Además, se establecen requisitos específicos 
para el turno de oficio penitenciario, como el haber superado un curso especializado y 
el haber ejercido durante algunos años previos.  
 
Como bien indica el artículo 9 del Reglamento del ICAB, en el turno penitenciario 
habrán asuntos relacionados con la aplicación de la Ley general penitenciaria y del 




reglamento que la desarrolla. También establece que el abogado tiene la obligación de 
ocuparse de todos los asuntos que sucedan relacionados con su cliente en el período 
de dos años desde la designación, como también la de trasladarse al centro donde se 
encuentre preso su cliente. 
 
El artículo 14 del Reglamento del ICAB, establece que la defensa de oficio se llevará a 
cabo por el mismo abogado durante todo el procedimiento. A su vez, en su apartado 
segundo, establece que se incluirá también la ejecución provisional o definitiva de la 
sentencia, siempre que se solicite dentro de los primeros dos años siguientes a la 
sentencia firme. Es decir, la solicitud de designación de oficio una vez recaída la 
sentencia, será para un período de 2 años. 
 
Se designa abogado de turno de oficio penitenciario a la hora de interponer un recurso 
a la Audiencia Provincial o al Juzgado de Ejecutorias. A partir de esa designación, ese 
abogado queda designado para ese expediente penitenciario durante los próximos dos 
años, para todos aquellos incidentes que puedan darse en el día a día de la persona 




El carácter procesal de la fase de ejecución de las penas hace que resulte 
incuestionable la necesidad de que en su desarrollo participe el abogado que ha de 
prestar asistencia y defensa técnica al condenado. Es decir, al margen de la 
intervención que el Letrado pueda tener en el desarrollo inicial del proceso, éste 
también ha de velar por el derecho de defensa de la persona privada de libertad ante 
el eventual surgimiento de incidencias durante el cumplimiento de la condena. 
 
Tal y como he analizado en el capítulo anterior, durante la ejecución de las penas 
privativas de libertad, podemos observar como el derecho a la asistencia letrada no se 
ve reconocido en su totalidad35. Ello es así debido a que la actuación del Letrado no se 
considera preceptiva para aquellas cuestiones que quieran plantear los internos ante 
el Juez de Vigilancia Penitenciaria. 
 
                                                
 
35 Ver SSTC 74/1985, de 18 de junio (FJ 4); 2/1987, de 21 de enero. 




Con el objeto de averiguar cómo actúa el turno de oficio, he realizado entrevistas tanto 
a abogados del turno penal y penitenciario, como a personas privadas de libertad. 
 
Las respuestas a las distintas preguntas planteadas, son las que encontramos 












En relación a la pregunta de si conocían a todos sus abogados de oficio, vemos como 
de un 70% de las personas que tuvieron asignado abogado de oficio, el 65%, es decir, 
todas, indican que no lo conocían, es decir, no sabían quién era el abogado que se 
encargó de su defensa en la fase declarativa del proceso36. Un 35% de las personas 
encuestadas, prefirió pagar por los servicios de un abogado, eso son 7 de las 20 
personas entrevistadas. 
 
La mayoría de personas privadas de libertad no conocen a sus abogados de oficio, es 
por ello que muchas de sus consultas son relacionadas a averiguar quién fue el 
abogado que le llevó la causa penal.  
 
Ello provoca una indefensión para aquellas personas que no pueden ponerse en 
contacto con sus abogados, y menos averiguarlo, debido a su situación de retención. 
Por hechos como éste, es importante la existencia de un buen Servicio de Orientación 
Penitenciaria. 
                                                
 
36 Resulta un dato aún más sorprendente a la vez que preocupante, si tenemos en cuenta que el 
Defensor del Pueblo en un informe elaborado en 1988 sobre la situación penitenciaria en España, ya 
establecía: “por otra parte, comprobar la alarmante frecuencia con que los presos que a ella se dirigen 
exponen la ausencia de relación con determinados letrados que les son designados de oficio, los cuales, 
sólo en raras ocasiones suelen realizar visitas a los centros penitenciarios para establecer los 
correspondientes contactos con sus defendidos, sin que se cumpla, por tanto, en plenitud el íntegro 
contenido del derecho a la defensa que abarca, lógicamente, y como ya se ha expuesto, no sólo el 
momento del juicio, sino todo el proceso penal en su integridad” (1988:128). 
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El 65% manifiesta poder contactar con su abogado de forma sencilla, por otro lado, el 
35% restante indica que no tiene dificultades a la hora de establecer ese contacto con 
su defensor. Resulta importante observar un dato significativo, y es que de las 7 
personas que forman ese 35%, 5 contaban con abogado particular.  
 
La gran mayoría, indicaban que el escaso o nulo contacto con su abogado se debía a 
la falta de información que tenían de éste. La mayoría sin conocer algún teléfono de 
contacto, y algunos ni siquiera el nombre del profesional (“ninguno de mis abogados 
me dio su número de teléfono” , entrevista nº 17). También justificaban que la dificultad 
a la hora de ponerse en contacto con su abogado, venía determinada por el reducido 













Así pues, respecto a la pregunta planteada en el gráfico 6, y en relación a la pregunta 
anterior, la mayoría de las personas encuestadas opina que el tiempo de llamadas es 
GRÁFICO 5 
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insuficiente, indicando que disponen del derecho a realizar 5 llamadas de 8 minutos 
cada una (“No. 5 llamadas de 8 minutos, es muy corto el tiempo”, entrevista nº 7). 
 
A su vez, explicaban que por ello les resultaba imposible ponerse en contacto con el 
abogado de oficio, ya que preferían gastar el poco tiempo del que disponían para 
poder hablar con sus familias y seres queridos (“tenemos 5 llamadas a la semana de 8 
minutos, pero es difícil contactar con los abogados”, entrevista nº 12) 
 
Es por ello, que podemos ver como un 70% considera insuficiente el tiempo de 













Es lógico pensar que (y más después de contar con datos como los obtenidos 
mediante estas encuestas) si hay personas privadas de libertad que no cuentan ni con 
los datos más básicos que les faciliten contactar con sus abogados, menos todavía 
con visitas personales al centro penitenciario.  
 
Un 57% del total de personas encuestadas que contaron con abogado de oficio, es 
decir, más de la mitad de las personas, asegura que su defensor nunca fue a visitarlos 
al centro penitenciario, mientras que un 15% indica haberlo visto una vez, y un 7% 
casi nunca (entendiendo aquí entre 1-2 visitas). Un 14% señala que conoció al 
abogado de alguna de las causas (a todos no). El 7% de los internos con abogado de 
oficio indica que sí recibió visitas de su letrado. 
Como podemos observar en las entrevistas realizadas a los abogados del turno de 
oficio (entrevistas nº 24 a 28), estos opinan que el hecho de que los centros 
penitenciarios estén fuera de la ciudad, dificulta mucho el contacto con su cliente 
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(“suposen un desplaçament aproximat de tres quarts d’hora”, entrevista nº 26). Pero a 
su vez, hay quien dice que puede visitar a la persona privada de libertad las veces que 
considere necesarias (“todas las veces que consideremos necesario mi cliente y yo”, 
entrevista nº 24). 
 
Después de todo lo expuesto, no son de extrañar los datos que configuran el gráfico 8, 
donde un 65% manifiesta que tienen entre una mala y muy mala opinión respecto a los 
profesionales que desarrollan el turno de oficio (“mala, si no cobran, no defienden, 
como los de pago”, entrevista nº 3, “se desentienden al no haber de pagarles, esa es 
mi opinión”, entrevista nº 7, “que no obedecen ni mínimamente a la ética profesional y 
vulneran el código deontológico”, entrevista nº 10).  El 10% señala que su actividad no 
les merece ni una buena ni una mala valoración. El 5% está contento con sus servicios 
(es decir, una persona, y que además cabe destacar que contaba con abogado 














Los mismos abogados, en las encuestas realizadas, opinan que el turno de oficio no 
funciona como debiera.. Así pues, indican: “muchos abogados no siguen la ejecutoria 
en la designa de oficio” (entrevista nº 24), “molt sovint coneixen l’Advocat, o més ben 
dit, el retroben uns moments abans de començar la vista, quan la defensa no es pot 
preparar en condicions” (entrevista nº 25) o “no hacen nada, difícilmente acuden a la 
cárcel a ver a su defendido” (entrevista nº 28). 
Por otro lado, me parecía interesante formular la pregunta planteada en el gráfico 9, 
en aras a saber si los internos tienen conocimiento de la existencia de abogados de 
oficio penitenciario.  
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Lo cierto es que debo decir que no me sorprendió demasiado el alto porcentaje que 
dijo no tener abogado del turno de oficio penitenciario (75% de los encuestados), 
puesto que he podido comprobar que el proceso penal en su fase ejecutiva suele ser 
siempre el gran olvidado. En general, he podido observar que la sociedad está más 
pendiente de cuánto deberá “pagar” una persona en prisión, y poco importa de qué 
modo o en qué condiciones. Así pues, nos encontramos en que abogados del turno de 
oficio penal archivan sus expedientes una vez dictada sentencia firme sobre el asunto, 
o que en las facultades de derecho no se imparte de manera obligatoria (al menos hoy 
en día) la materia en ejecución penal.  
 
Lo que resulta interesante analizar, es la idea de si la intervención del abogado es 
preceptiva o no en el proceso de ejecución de las penas privativas de libertad. Como 
podemos ver en amplia jurisprudencia del Tribunal Constitucional37, este derecho de 
asistencia gratuita al condenado no se reconoce de forma plena, por lo que no 
procede el nombramiento de abogado de oficio con carácter general para las personas 
presas.  
 
Ello menoscaba en todo momento el derecho de defensa, junto con el derecho de 
igualdad. Debemos entender entonces que, quien tenga mejor fortuna y por tanto 
pueda contar con la figura de un abogado particular, entonces sí podrá defenderse 
ante ciertas pretensiones dentro de la ejecución de la pena.  
 
                                                
 
37Ver SSTC 174/1985, de 18 de junio; 2/1987, de 21 de enero; 192/1987, de 2 de diciembre. 
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Mediante la realización de este trabajo, he podido llegar a la conclusión y a la certeza 
de que la intervención del letrado en la fase de ejecución de las penas privativas de 
libertad se hace estrictamente necesaria, y más todavía si tenemos en cuenta la 
realidad de la población reclusa, la cual en la gran mayoría se traduce en un nivel 
cultural deficitario.  
 
La mayoría de personas privadas de libertad con las que tuve la oportunidad de 
coincidir, me expresaban continuamente su desaprobación hacia la figura del abogado 
de oficio. La falta de atención que los defensores muestran hacia su defendido, hace 
que éste no pueda contar con su abogado ya designado para aquéllas cuestiones que 
le preocupan en su día a día, como por ejemplo el recurrir una sanción, o una 
denegación de permiso, provocando que el interno se halle en una situación de 
indefensión claramente contraria a lo que establece la Constitución (hemos de tener 
en cuenta que aunque no sea preceptiva la intervención de abogado, el interno sí 
puede valerse de una orientación, en este caso, profesional, y que por tanto, siempre 














4.4. El Juez de Vigilancia Penitenciaria (JVP) 
4.4.1. Concepto y regulación 
 
El Juez de Vigilancia Penitenciaria (JVP) se introdujo en nuestro país a raíz de la Ley 
Orgánica General Penitenciaria del año 1979. Esta ley regula el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria en su Título V. 
 
También encontramos la figura del JVP regulada en los artículos 94 y 95 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
 
Como ya he expuesto anteriormente, la actividad penitenciaria constituye una 
actividad neta y exclusivamente administrativa, debido a su desarrollo por parte de 
servicios administrativos. Con ello quiero decir que anteriormente, una vez la 
sentencia devenía firme y el sujeto condenado ingresaba en el centro penitenciario, la 
Autoridad Judicial dejaba de actuar hasta el momento de aprobar la libertad definitiva, 
es decir, hasta el licenciamiento definitivo.  
 
Vemos de forma clara, que ello no cumple con el mandato del artículo 117.3 de la CE, 
el cual estable que el ejercicio de la potestad jurisdiccional haciendo ejecutar lo 
juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por 
las leyes. Ello significa que no sólo se debe tener en cuenta el principio y el fin del 
cumplimiento de la pena, sino también el modo en que ésta se ejecuta. 
 
Para que el interno contara también con el derecho a la tutela judicial efectiva, se hizo 
cada vez más necesaria la configuración de este órgano judicial penitenciario, en aras 
de «juridiccionalizar» la tutela de los derechos de los internos. 
 
Asimismo, también lo exigía el artículo 106.1 de la CE, al establecer que: 
 
«Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, 
así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican». 
 
Podemos decir que la naturaleza jurídica del Juez de Vigilancia Penitenciaria es de 
carácter jurisdiccional, vinculado al orden penal (art. 94 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial), y desarrolla funciones de ejecución de penas y medidas de seguridad 




privativas de libertad, así como funciones de control jurisdiccional de carácter 
contencioso-administrativo en relación a los actos de la Administración Penitenciara 
que afecten a los derechos fundamentales o a los derechos y beneficios de los 
internos. Todo ello viene contemplado en el artículo 76 de la LOGP, al disponer que:  
“El Juez de Vigilancia tendrá atribuciones para hacer cumplir la pena impuesta, resolver los 
recursos referentes a las modificaciones que pueda experimentar con arreglo a lo prescrito en las 
leyes y reglamentos, salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y 
desviaciones que en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario puedan 
producirse”. 
Es por ello, que a veces es difícil concretar hasta donde llega el control del juez sobre 
el ejercicio de potestades administrativas, y ello es así por que realmente, tal y como 
establece la LOPJ en su artículo 79, es la Administración la encargada del sistema de 
organización y la inspección de las instituciones penitenciarias, como también de las 
relaciones de convivencia dentro del establecimiento.  
Todo ello hace que en muchos casos el juez no pueda llevar a cabo sus funciones, 
como la de defender y garantizar los derechos y beneficios de los internos, sin incidir 
en aspectos organizativos y en actividades que corresponden a la Administración.  
Podemos decir que el juez de vigilancia penitenciaria aparece como órgano judicial 
especializado que vela por el principio de legalidad (art. 2 de la LOGP) y se convierte 
en garante del funcionamiento del establecimiento, en la medida en que éste afecte 
directamente a los derechos y a los beneficios de los internos38.  
 
Las atribuciones específicas previstas en la LOGP para el juez de vigilancia son : 
 
a) Las que afecten principalmente a la ejecución de la pena privativa de libertad. 
b) La salvaguarda de los derechos fundamentales y de los derechos y beneficios 
de los internos que se puedan ver recortados con la ejecución penitenciaria. 
c) Visitar los establecimientos penitenciarios, para facilitar el correcto desarrollo 
del resto de las funciones que tienen atribuidas.  
 
Dentro de estas atribuciones, podemos distinguir dos tipos de funciones, distinguiendo 
entre las propiamente decisorias (primera instancia) y las que versan sobre el 
                                                
 
38 Art. 76.2.g y 77 de la Ley Orgánica 1/1979, General Penitenciaria. 




conocimiento y resolución de recursos contra resoluciones de la Administración 
penitenciaria (segunda instancia). 
Entre las funciones en primera instancia encontramos: 
 
o Resolver sobre las propuestas de libertad condicional de los condenados y 
acordar las revocaciones que sean procedentes. 
o Aprobar las propuestas sobre beneficios penitenciarios que formulen los 
establecimientos que puedan suponer una reducción de la condena.  
o La aprobación previa de las sanciones de aislamiento en celda superior a 
catorce días. 
o Autorizar los permisos de salida que posean duración superior a dos días, 
excepto los clasificados de tercer grado. 
 
Dentro de las funciones en segunda instancia encontramos: 
 
o Resolver los recursos contra sanciones disciplinarias 
o Resolver los recursos referentes a la clasificación inicial y a las progresiones o 
regresiones de grado, de acuerdo con los estudios de los equipos de 
observación y tratamiento y, si procede, de la Central de Observación.  
 
Contra las decisiones de los juzgados de vigilancia penitenciaria caben los siguientes 
recursos: 
 
-­‐ Recurso de reforma. 
-­‐ Recurso de apelación. 




Tal y como hemos visto anteriormente, podrán dirigirse al Juez de Vigilancia 
Penitenciaria, el Ministerio Fiscal y el interno sin necesidad de intervenir abogado ni 
procurador.  
 
La gran necesidad de una figura imparcial, ante la que poder hacer valer las 
pretensiones por parte de las personas privadas de libertad, siempre se puso de 
manifiesto. La figura del JVP estaba llamada a cumplir una clara función garantista, 




consistente en asegurar que los derecho fundamentales consagrados en la 
Constitución Española para todos los ciudadanos fuesen respetados también en el 
interior de las cárceles (Rivera Beiras,1997:267). 
 
A la hora de acceder al JVP, el interno puede hacerlo de cualquier modo, mediante 
escrito que no requiere de ninguna forma. También puede solicitar una entrevista al 
JVP. No se requiere entonces, ningún formalismo a la hora de acudir al Juez de 
Vigilancia Penitenciaria.  
 
Ello es así, debido a que no es preceptiva la actuación de abogado a la hora de 
presentar un escrito, queja o un recurso de reforma ante el Juez de Vigilancia. 
 
 Las competencias del Juez de Vigilancia penitenciaria no deben limitarse a lo que 
establece la LOGP. Es decir, sus funciones y competencias no deben sujetarse a 
numerus clausus, de tal manera que si el Juez llega a tener conocimiento de abusos y 
desviaciones en la aplicación de preceptos del régimen penitenciario, puede actuar de 
oficio y proceder a la corrección de los abusos y desviaciones que se hayan podido 
detectar, en su condición de garante de los derechos fundamentales de las personas 
privadas de libertad. 
 
Considero pues, que debe reforzarse la figura del JVP, para configurarse así como un 
verdadero órgano jurisdiccional, debido a que las personas privadas de libertad han de 
ver garantizado en todo momento su derecho de defensa mediante la actuación de 









4.5. El Síndic de Greuges 
4.5.1. Concepto y regulación 
 
La figura del Síndic viene establecida en el artículo 78 del Estatuto de Autonomía de 
Catalunya.  
 
El Síndic cuenta con una ley propia, la Ley 24/2009, de 23 de diciembre y en ella se 
establece tanto su naturaleza, como los principios de actuación, sus competencias, 
etc. 
 
El Síndic de Greuges es una institución de la Generalitat de Catalunya. La función 
principal del Síndic, tal y como establece el artículo 78 del Estatuto de Autonomía de 
Catalunya, consiste en proteger y defender los derechos y las libertades que reconoce 
la Constitución y el Estatuto. A tal fin, supervisa con carácter exclusivo, la actividad de 
la Administración de la Generalitat. 
 
El Síndic no depende de ningún gobierno y tiene la obligación de actuar siempre con 
imparcialidad, objetividad e independencia en el desarrollo de sus competencias. 
 
Cualquier persona (física o jurídica) está legitimada a la hora de dirigirse al Síndic, 
pudiendo presentar una queja o formular una consulta, si tiene un derecho o interés 
legitimo respecto del objeto de la queja o la consulta, o se siente desprotegida ante la 
actuación de las administraciones. También puede solicitar la iniciación de una 
actuación de oficio si denuncia una vulneración de derechos o libertades 
constitucionales o estatutarias en defensa de terceras personas o colectivos 
genéricos39. 
 
Las quejas y las solicitudes de actuación de oficio tienen por objeto instar al Síndic a 
investigar los actos en que la actividad o la inactividad de las administraciones pueda 
haber vulnerado derechos o libertades constitucionales o estatutarios. La queja debe 
presentarse mediante un escrito sencillo, directo y conciso, incluyendo el hecho que la 
motiva, el nombre de la administración o empresa contra la que se plantea, una breve 
                                                
 
39 Art. 27 de la Ley 24/2009, del Síndic de Greuges. 




explicación de los hechos denunciados y el nombre y apellidos, dirección postal y 
teléfono de la persona que la formula. 
 
Interesa aquí tener en cuenta lo que establece el apartado segundo del artículo 27 de 
la ley del Síndic, cuando hace referencia a que la legitimación establecida en el mismo 
artículo no queda limitada por el hecho de que haya una relación de sujeción a la 
administración, como es el caso de las personas privadas de libertad.  El 
internamiento en un centro penitenciario no limita el poder acceder a la institución del 
Síndic de Greuges, puesto que sino estaríamos ante una clara vulneración del artículo 
24 de la Constitución Española, por no permitir el mismo acceso a la justicia a todos 
los ciudadanos. 
 
Los derechos sociales son los que afectan principalmente a los colectivos más 
vulnerables, y entre estos encontramos el sistema penitenciario; es por ello que se 
establece que éste es uno de los ámbitos de actuación prioritario del Síndic, 
especialmente cuando abre actuaciones de oficio y elabora informes o estudios de 




Si bien es cierto que la persona privada de libertad, ante la presencia de una 
vulneración de uno de sus derecho fundamentales, puede acudir al Síndic con el 
objeto de hacerlo saber, es también igualmente cierto que (según he podido ver en la 
práctica) es una institución que generalmente es poco conocida entre la población 
reclusa. 
 
 GRÁFICO 10 
 




En el gráfico 10 podemos observar como un 95% nunca se ha puesto en contacto con 
el Síndic, dentro del cual un 20% afirma no conocer qué es (“No. No lo conozco”, 
entrevista nº 7; “No tengo idea de que es el Síndic de Greuges”, entrevista nº 12). 
 
El hecho de no conocer una institución cuyo objeto consiste en proteger y defender los 
derechos y las libertades que reconoce la Constitución (Estatuto de Autonomía de 
Catalunya en este caso) constituye una violación en toda regla del derecho de defensa 
de este colectivo vulnerable. En tanto en cuanto, considero que es estrictamente 
necesaria la divulgación de información respecto de este mecanismo a la hora de 














En cuanto a la valoración del Síndic, encontramos que un 85% no responde a la 
pregunta, mientras que el 10% indica que su valoración es buena y el restante 5% lo 
valora negativamente. 
 
Cabe decir que los informes del Síndic no son vinculantes debido a que es una 
institución sin competencias ejecutivas. Nos encontramos con que sus informes son 
meramente informativos y de recomendación. Por mucho que el Síndic vele por los 
derechos de los ciudadanos, ¿cómo podemos garantizar que aquella vulneración por 
la que acudimos a él, cese?. Como guardián de la Democracia, debería tratarse de 
una institución con competencias ejecutivas. 
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Con la elaboración de este trabajo, he querido conocer y estudiar más a fondo 
aquellos mecanismos que deben garantizar los derechos fundamentales de las 
personas privadas de libertad, en concreto el derecho de acceso a la justicia y el 
derecho de defensa.  
 
El análisis teórico por un lado, y el contacto directo con personas que se hallan 
privadas de libertad por otro, me ha permitido llegar a la conclusión de que en la 
actualidad, los derechos fundamentales de los presos se ven claramente devaluados. 
 
Así pues, después de analizar estos “mecanismos de defensa”, he podido llegar a las 
siguientes conclusiones: 
 
I. Evidentemente, las personas presas pueden acceder a la Jurisdicción, pero no 
con todas las garantías. El hecho de que la actuación de abogado no sea 
preceptiva para aquellas personas que ven privada su libertad, no parece 
garantizar un buen derecho de defensa. 
 
II. La asistencia jurídica gratuita debe garantizarse a toda persona privada de 
libertad, al considerar su posición en situación de clara inferioridad. Estimo 
que la designación de abogado de oficio para las personas presas, debería 
de efectuarse en cuanto recaiga sobre ella sentencia firme; sólo así podrá 
garantizarse el derecho de defensa para aquellas actuaciones en las que el 
interno ve sus derechos fundamentales vulnerados (como por ejemplo en la 
imposición de un recurso contra una denegación de un primer grado, el 
cual como bien conocemos, supone “una cárcel dentro de la misma 
cárcel”).  
 
III. El jurista del centro penitenciario no puede entenderse como un mecanismo a 
través del cuál las personas privadas de libertad puedan hacer valer sus 
pretensiones de forma efectiva, debido a su estrecha vinculación con la 
Administración Penitenciaria. 
 




IV. La existencia del Servicio de Orientación Jurídica Penitenciaria se hace 
realmente necesaria entre la población reclusa. Pero lo cierto es que, en la 
actualidad no actúa como garante, debido a que, por lo que he podido 
comprobar, es un servicio poco conocido. La divulgación de información y, 
sobre todo, el establecimiento de un mayor número de horas, sería vital 
para que funcionara de forma correcta. Además, cada centro penitenciario 
debería habilitar espacios para el SOJP, donde la persona pudiese acudir 
siempre que quisiera y sin necesidad de realizar instancia, trámite que 
supone amplios períodos de tiempo, y bien es sabido que los plazos a la 
hora de interponer cualquier recurso, son más bien breves. El SOJP 
debería acudir semanalmente al centro penitenciario, ya que considero que 
se traduciría en una clara garantía para el preso. 
 
V. Los abogados del turno de oficio penal y penitenciario, más que nadie, deben 
garantizar los derechos de las personas privadas de libertad. Como 
defensores del turno de oficio, y por tanto, de personas especialmente 
vulnerables, la ínfima remuneración económica que obtienen, no puede 
justificar en modo alguno una mala actuación profesional. Éstos, por lo 
tanto, deberían regirse por un código ético-profesional a la hora de atender 
las necesidades que presenta el preso en el centro, puesto que la actual 
desconexión del interno con el abogado, está lejos de garantizar un buen 
derecho de defensa. Es totalmente inaceptable que, a día de hoy, nos 
encontremos con que el abogado de oficio no sea conocido por la persona 
privada de libertad, hecho que se traduce en una clara situación de 
indefensión. 
 
VI. En cuanto a los abogados de turno de oficio penitenciario en especial, 
considero que una vez designado (llegado el recurso de apelación), el 
centro penitenciario debería notificarle al letrado todo aquello que le suceda 
a su cliente. La no notificación y la dificultad por parte del preso y del 
abogado de ponerse en contacto, supone una gran indefensión, 
especialmente a la hora de querer recurrir cualquier tipo de resolución 
impuesta por la Administración. 
 
VII. El Juez de Vigilancia Penitenciaria no genera muchas esperanzas para las 
personas que se hallan privadas de libertad. Ello puede ser debido a que 




muchas veces éste se basa en informes proporcionados por la 
Administración. El JVP, como garante de los derechos de las personas 
privadas de libertad, debería realizar visitas periódicas para así corregir 
abusos y desviaciones derivados de la aplicación del régimen penitenciario. 
 
VIII. En cuanto al Síndic, he podido observar que la mayoría de personas, no 
sabían decirme quién era, impensable si tenemos en cuenta que se 
configura como una institución que defiende y protege los derechos y 
libertades de las personas. 
 
Con todo ello, y teniendo en cuenta las conclusiones a las que he podido llegar en 
cada uno de los Capítulos de este trabajo, considero que existen mecanismos 
suficientes para garantizar un buen derecho de defensa a las personas privadas de 
libertad. 
 
Entre todos debemos luchar para conseguir una mayor protección de los derechos 
fundamentales de las personas privadas de libertad. Los mecanismos, como ya he 
mencionado, puede que ya los tengamos, lo que nos falta pues, es una mayor 
implicación, voluntad y efectividad a la hora de querer defender a aquellas personas 
vulnerable.  
 
Me gustaría concluir el presente trabajo, retomando la cita de Julián C. Ríos Martín, 
puesto que no debemos olvidar que: 
 
“Las personas presas recurren, resisten, denuncian, y eso hace 
inevitable que continuemos estudiando, trabajando, escribiendo, 
denunciando, defendiendo. La dignidad se resiste a ser arrebatada”.  
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ANEXO Nº 1 
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